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SEÑOR PRESIDENTE (Lorenzo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene el gusto de recibir a una 
delegación de recurrentes de la Junta Departamental de Durazno, integrada por las señoras Edilas Zulma 
Corbo y María Elida Argiiello y por los señores Ediles Eduardo O' Neil, Andrés Bozzano y Ruben Scot. 


Nuestros invitados son recurrentes del recurso que tiene la Cámara a estudio contra el Decreto N* 2,023 de la 
Junta Departamental de Durazno, de 3 agosto de 2007, que fuera promulgado el día 8 de noviembre de 2007, 


relativo a la cesión de créditos tributarios. 


SEÑORA ARGUELLO.- Agradecemos que nos hayan invitado para poder exponer los motivos del 
recurso. 


Básicamente, se trata de particulares no necesariamente de Durazno que ofrecieron comprar créditos 
tributarios sobre deudas que tenían algunos padrones con la Comuna, en este caso desde el año 1985. 
Nosotros interpusimos el recurso porque ha sido sistemático. Desde el año 2004 se está haciendo esto y el 
Tribunal de Cuentas avala todos los motivos que nosotros expusimos al momento de votar negativamente la 
cesión de créditos, no solo por considerar que se estaba violando el artículo 33 del TOCAE, que determina 
que estas cesiones de crédito deben ir a remate o a licitación, sino porque, además, cuestiona el 15% que 
solicitan para honorarios, puesto que no se establece la base jurídica para hacerlo. 


Nosotros decimos concretamente que este mecanismo es violatorio de la ley y, por lo tanto, interpusimos este 
recurso ante la Cámara. 


SEÑORA CORBO.- Cuando el Tribunal de Cuentas se expide a nuestra solicitud sobre el recurso que 
presentamos, destaca así lo establece la Constitución que la Intendencia o los Gobiernos 
Departamentales tienen discrecionalidad para la venta o el canje de deudas solamente sobre los 
recargos por mora, porque tanto los impuestos como las multas, que en este caso corresponden a 
contribuciones inmobiliarias rurales, son impuestos de carácter nacional. Entonces, la discrecionalidad 
del Gobierno Departamental solamente correspondería en materia de recargos por mora. Solamente 
ahí podría actuar con cierta libertad, pero el resto debe someterse a licitación o remate. Todo lo que 
sean impuestos y multas correspondientes a contribuciones inmobiliarias rurales necesariamente 
deben ir a licitación o a remate. Si bien puede decirse que hubo una oferta y otra posterior, en este caso 
nunca hubo un llamado a licitación de por medio; para nada hubo un llamado a licitación, y por eso 
sostenemos tajantemente que se viola la Constitución y lo que está establecido para estos casos. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero preguntarles a los recurrentes si saben cómo se hicieron esas ofertas que 
dieron lugar a la cesión de créditos definitiva. 


SEÑORA ARGUELLO.- Nosotros no tenemos conocimiento de cómo se hicieron, porque llegaron a la 
Junta Departamental. Las que se hicieron antes de 2004 llegaban a las Comisiones de Hacienda y de 
Legislación, que actuaban conjuntamente y, a partir de este período, llegan solamente a la Comisión de 
Legislación. Cuando se pregunta cómo se llega a la información de la deuda y cómo se presentan las 
personas, no hay respuesta de parte de la Intendencia Municipal. 


SEÑOR O'NEIL.- Quiero ampliar un poco la respuesta a la pregunta del señor Diputado Orrico. 


Como Ediles, hemos realizado pedidos de informes para tomar conocimiento de deudas, por ejemplo, de 
padrones rurales, y se nos ha negado la información por parte de la Administración, aduciendo normas 
relativas al secreto tributario. Tengo aquí un informe que, si quieren, puedo proporcionarles. 


Nos llama poderosamente la atención que a nosotros, que somos Ediles, que si se quiere tenemos facultades 
estatutarias, que estamos amparados por la ley, se nos niegue esa información. No tenemos idea de cómo hay 
personas que disponen de información privilegiada. Casualmente, la deuda por contribución de estos 
inmuebles a que estamos haciendo mención sobrepasa el valor catastral y, a su vez, también tienen embargos 
de distinto tipo, bancarios, particulares, etcétera. Como ustedes sabrán, en caso de remate judicial primero 
está la deuda por tributo, a los efectos de poder escriturar a quien compre. 


Por lo tanto, como bien decía la compañera, es una pregunta que nos hacemos y sobre la cual todavía no 
hemos obtenido ni encontramos respuesta. Esta es una de las razones fundamentales por la que planteamos el 
recurso. Además, consideramos que este tipo de mecanismo deja mal paradas las arcas de la Intendencia, 
pues, si miramos objetivamente, empezamos por una oferta de US$ 380.000 y terminamos con una de 

US$ 1:050.000 que no fue tenida en cuenta. Pensamos que de haber hecho un llamado a licitación o a 
precios, seguramente estamos hablando de dos mil hectáreas de campo se hubiera conseguido para la 


Intendencia y, por lo tanto, para la población de Durazno, muchos más recursos que se podrían haber 
empleado en obras. 


SEÑOR ORRICO.- Pido al señor Edil O'Neil, a los efectos de que conste en la versión taquigráfica, 
que lea la nota donde consta cuál fue la respuesta al pedido de informes a que él hace referencia y en 
donde no se da respuesta invocando el secreto tributario; por lo menos, la parte sustantiva de la 
contestación. 


SEÑOR O NEIL.- Tengo en mi poder una nota firmada por el doctor Carlos Martínez Anzola, Asesor 
Letrado de la Intendencia Municipal de Durazno y el doctor Andrés Lesa Miraldo, Asesor Letrado 
Municipal, como contestación de un pedido de informes, fechada el 18 de setiembre de 2007. La nota 
está dirigida al Supervisor General doctor Alejandro Stefanoli y dice: "De mi mayor consideración:.- 
Esta División" por Jurídica "reitera anteriores dictámenes (fs 49) emitidos con motivo de anteriores 
solicitudes de informes requeridas por Señores Ediles Departamentales; expresando que la misma no 
es posible brindarla atento a la prohibición prevista en el artículo 47 del Código Tributario que legisla 
la normativa referente al secreto tributario respecto de la información tributaria requerida". 


Esta es una de ellas. Si quieren, tengo más. 


SEÑOR ORRICO.- Me parece que simplemente con la constancia de que hay otras notas que 
confirman esto es suficiente. Le agradezco, señor Edil. 


SEÑOR O'NEIL.- Queremos agradecer la deferencia que han tenido al recibirnos y permitirnos 
plantear en este ámbito un tema que para nosotros es muy importante. Como decía Martín Fierro: 
"Hay cosas que son chicas para el mundo, pero grandes para mí". 


Nuestro departamento tiene serias limitaciones y de todo tipo. Nos parece que estas cosas son importantes 
porque afectan la recaudación y también la cristalinidad y la transparencia que debe mantener un Gobierno 
Departamental. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su visita. 


(Se retira de Sala la delegación de Ediles recurrentes de la Junta Departamental de Durazno) 


Ingresa a Sala el señor Intendente Municipal de Durazno, señor Carmelo Vidalín, acompañado por sus 
asesores, y el Presidente de la Junta Departamental de Durazno, señor Edil Luis Omar Fernández, junto con 
autoridades del organismo) 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración da la bienvenida al señor 
Intendente Municipal de Durazno, señor Carmelo Vidalín, al Presidente de la Junta Departamental de 
Durazno, señor Edil Luis Omar Fernández, acompañados por el señor Edil Rafael Andrade; el Secretario de 
la Intendencia Municipal de Durazno, Luis Gelós; el Contador de la Junta Departamental de Durazno, señor 
Heber Dinardi, el asesor Letrado de la Junta Departamental de Durazno, doctor Daniel Muñoz, el Contador 
de la Intendencia Municipal de Durazno, señor Sebastián Erviiti, y los Asesores Letrados de la Intendencia 
Municipal de Durazno, doctores Andrés Lesa y Carlos Martínez. 


Habiendo recibido en esta jornada a los Ediles recurrentes, se había convocado también al Presidente de la 
Junta Departamental de Durazno, el señor Edil Luis Omar Fernández, para que compareciera en 
representación de los recurridos. Fui consultado acerca de la posibilidad de que también compareciera el 
señor Intendente junto con los Directores y asesores que estimara conveniente. Yo consideré que ello era 
pertinente en tanto el acto al que hacemos referencia, que es un decreto de la Junta Departamental, refiere a la 
autorización o venia de una decisión de la Intendencia. Por eso esta delegación está integrada por tantas 
personas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Agradezco al señor Presidente y a la Comisión por habernos invitado, a los 
efectos de exponer las apreciaciones que estimamos pertinentes para este caso concreto, relativo al 


Decreto N” 2.023 de la Junta Departamental de Durazno, del 3 de agosto de 2007. 


Quiero puntualizar que cuando se nos presentó el recurso por parte de los señores Ediles recurrentes, le dimos 
trámite para que no se interpretara que la Presidencia de la Junta Departamental de Durazno estaba 
obstruyendo el envío de este recurso a la Cámara de Representantes. 


¿Por qué hago esta aclaración? Porque el decreto de referencia fue aprobado el día 30 de octubre de 2007 y 
los recurrentes presentaron el recurso que estamos tratando el día 19 de noviembre de ese año. Por esta razón, 
cuando se me dirige el Oficio N* 18.891, de 19 de diciembre de 2007, donde se solicita que se constate la 
calidad de Ediles de los recurrentes, en el oficio en el que elevé todo eso, agregué: "Asimismo, esta 
Presidencia estima, de acuerdo a lo que establece el Art. 303 de la Constitución de la República, que el plazo 
de presentación del Recurso estaría vencido, lo que surge de la fecha de promulgación del Decreto (...)" ahí 
pongo la fecha "(...) y fecha de presentación ante esta Junta Departamental (...), más de quince (15) días.- Sin 
otro particular, hago propicia la oportunidad para saludarle con la consideración más distinguida", y firman 
Presidente y Secretario General. 


Lo que quiero remarcar es que elevamos esto para evitar la suspicacia o posible situación de que se 
interpretara que estábamos tratando de obstruir un recurso, en el entendido de que, al llegar a esta Cámara, 
cuando esta Comisión tomara recaudo de la fecha, sería rechazado, por no cumplir con el artículo 303 de la 
Constitución ni con la Ley N” 18.045, que reglamenta este artículo. Allí se enumera claramente cuáles son los 
requisitos de admisibilidad este recurso no los cumple y se establece que si no se cumplen, los recursos de 
apelación deben ser rechazados de plano. 


Entonces, ante la invitación de los señores Diputados, vinimos a manifestar esta posición y a decir lo que nos 
parece, más allá de que aquí se tenga otra concepción e interpretación de lo actuado. 


A título informativo, también quiero expresar que, anteriormente a esto, aprobamos tres cesiones de crédito 
que el Tribunal de Cuentas no nos observó. Esta observación surge como consecuencia de una consulta que 
hiciera la oposición luego de la tercera cesión de crédito que aprobáramos al Tribunal de Cuentas. En esa 
ocasión, el Tribunal de Cuentas cambió su criterio y estableció una observación por considerar que no se 
cumplía con lo dispuesto por el artículo 33 del TOCAF y que se debía llamar a licitación pública o a remate. 


En un informe que pidió la parte que en este tema no ganó la cesión de crédito al doctor Delpiazzo -vamos a 
dejar copia del informe en la Comisión se dan pormenorizados detalles y se destaca la imposibilidad que 
existe para poder llevar a cabo este tipo de actuaciones, tal como lo plantea el artículo 33 del TOCAF, 
llegando a decir que no tendría aplicación. 


Además, después de presentado este recurso y estando en trámite, se nos hizo llegar a la Junta Departamental 
por parte de la propietaria del bien un recurso administrativo interpuesto ante la misma que pide el cese y lo 
firma el abogado Juan Fernando Delgado Prieto. No sé si tiene o no que ver con esto lo que voy a decir, pero 
lo señalo despojado de personalismo y de cosas que puedan tomarse como suspicacias: dicho abogado es el 
esposo de una de las Edilas recurrentes de este Decreto que está en cuestión. 


También quiero decir que conjuntamente fue recurrido el Decreto N* 2016 relativo al PLANGANADER S.A, 
que no se llegó a aplicar porque quienes solicitaron dicha cesión de crédito no cumplieron con los plazos para 
hacer los pagos correspondientes. Los plazos vencieron, y hay una resolución de la Intendencia por la que 
queda sin efecto; por lo tanto, esa cesión de crédito, hasta la fecha, no surtió ningún efecto jurídico. 


Esto es lo que quería decir a manera de introducción. Además, a nuestro modesto entender, este Decreto fue 
presentado fuera de plazo y no debería ser considerado, tal como lo establece la Constitución. 


Gracias. 


SEÑOR ORRICO.- Agradecemos la presencia de esta nutrida delegación de la Intendencia y de la 
Junta Departamental de Durazno. Son bienvenidos a esta Casa, que es la de todos. 


En principio voy a hacer dos preguntas básicas. En primer lugar, independientemente del plazo en definitiva, 
es la Cámara de Diputados la que tiene que resolver si el plazo existe o no; "de plano" se refiere a la Cámara 


de Diputados que es la que resuelve esto, el Decreto de la Junta Departamental recurrido dice que se autoriza 
la cesión de créditos ad referéndum de lo que expresa el Tribunal de Cuentas. Este señala dos objeciones 
básicas. La primera es que como se trata de una cesión de créditos, ese es un contrato no cabe ninguna duda 
de que es un contrato desde el punto de vista de su naturaleza jurídica que requeriría remate o licitación 
pública. 


En segundo lugar, dado que la oferta que ganó era de US$ 700.000 más un plus de un 15% por concepto de 
honorarios profesionales, el Tribunal de Cuentas no encuentra ninguna norma jurídica en la cual basar ese 
15% de honorarios. Entonces, la pregunta es: si se aprobó un decreto ad referéndum del Tribunal de Cuentas, 
¿por qué cuando el referéndum llega negativo igual se sostiene el decreto? Además, en los antecedentes que 
se enviaron se menciona me gustaría que se aclara que más adelante aparece una nueva oferta de 

US$ 1:000.000. Esto aparece en los antecedentes complementarios que envía la propia Junta Departamental. 


Y, una tercera pregunta. Los Ediles que vinieron acá inclusive, aparece cuando el informe en minoría de la 
Comisión de Hacienda de la Junta Departamental de Durazno dice que a los Ediles les llama la atención que 
se tenga conocimiento fuera de la Intendencia de cuestiones que son referidas a tributos- leyeron un informe 
dado por la Asesoría Jurídica de la Intendencia donde consta que cuando piden información sobre el estado 
de situación de determinado inmueble o mueble se le responde que no se le puede contestar porque esto está 
amparado por las normas del secreto tributario. Entonces, la pregunta concreta es cómo se dio y qué pasó 
para que situaciones que están protegidas por el secreto tributario que son de deuda tributaria sean conocidas 
por terceros, al punto que se presentan a hacer ofertas, lo que supone además que tienen que tener una 
mínima idea de cuánto es la deuda porque, de lo contrario, salvo que sean dementes no pueden ofertar 

US$ 300.000 y US$ 700.000. Debemos convenir que son cifras importantes, por lo menos para el país y para 
el departamento de Durazno. ¿Cómo es posible entonces que particulares, con tanta precisión, accedan a 
información tributaria, calificada y reservada porque es secreta que les permite, a su vez, hacer una oferta 
diciendo que la Intendencia no deberá preocuparse de este crédito, que se los venda y que se encargarán de 
ejecutarlo. 


Estas son las preguntas que quería realizar. 


Agradezco a todos y bienvenidos a esta Casa. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Soy el Presidente de la Junta Departamental de Durazno y voy a trasladar la 
respuesta de esta pregunta al abogado Carlos Martínez. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Buenos días y muchas gracias por recibirnos. 


Referente a la pregunta del señor Diputado Orrico en cuanto a que la resolución de la Junta fue ad 
referéndum del Tribunal de Cuentas, podemos decir que el Tribunal hizo el informe y observó esa cesión. La 
Junta trató la observación del Tribunal y por mayoría la levantó, es decir, no aceptó la observación realizada. 
Esa resolución de la Junta Departamental fue comunicada a la Intendencia, avalando el Decreto N* 2023. De 
esa forma, la Intendencia llevó adelante la cesión. La Intendencia elevó la observación realizada por el 
Tribunal de Cuentas a la Junta Departamental. Esta trató la observación, como siempre lo hace con las que 
recibe del Tribunal de Cuentas, y la puede levantar o aceptar. En este caso no la aceptó, levantó la 
observación y mantuvo el Decreto N* 2023, comunicándolo a la Intendencia Municipal. 


SEÑOR ORRICO.- Desde el punto de vista formal, naturalmente no tengo ninguna objeción. El propio 
decreto recurrido dice que se aprobó ad referéndum, vale decir, si viene el consentimiento del Tribunal 
de Cuentas. El Tribunal dice: "Esto así no se puede hacer". Naturalmente que yo estoy hablando en 
términos muy simples y esquemáticos y como verán ni siquiera estoy leyendo lo que digo, simplemente 
para hacer una conversación más coloquial y no detenerme en formas que a veces se hacen muy 
pesadas. 


El propio decreto se somete a la aprobación del Tribunal de Cuentas. Entonces, desde el punto de vista formal 
lo dicho por mi colega es absolutamente impecable. La Junta puede hacerlo y en caso del gasto reitero es 
muy común que se haga, todos lo sabemos. De todos modos, me pregunto cuál fue la razón de fondo por la 


cual primero la Junta como órgano se somete ad referéndum de lo que diga el Tribunal de Cuentas, pero 
luego, cuando recibe un informe que en realidad no avala lo que hizo dice: "No va más el referéndum". 


Reitero: desde el punto de vista formal está claro, las mayorías existen. No es ese el problema. El asunto es 
cuál es el fundamento para que, lo que antes se pensó que había que someterlo ad referéndum, cuando viene 
en contra digan: "No, en realidad no era así. Lo decimos nosotros y como Junta logramos la mayoría". 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Normalmente, todas las actuaciones de la Junta Departamental que tienen 
que elevarse al Tribunal de Cuentas, llevan como eslogan "ad referendum" del Tribunal de Cuentas. 
Eso no implica como ha pasado y pasa en los hechos que cuando viene algo del Tribunal de Cuentas, la 
Junta deba estar de acuerdo. La función del Tribunal de Cuentas es intervenir; no tiene posibilidades 
de anular ni de decidir. Simplemente, tiene la potestad de intervenir preventivamente. Por lo tanto, el 
Tribunal lo que puede decir es si algo está en tal artículo o ley, o dentro de determinado artículo de la 
Constitución. Pero esa elevación que se hace es a los efectos de dar el trámite establecido, pero también 
la Constitución ampara y protege el hecho de que la Junta Departamental pueda decir no al Tribunal. 
En ese caso, levanta la observación del Tribunal y en algunos casos lo envía a la Asamblea General o a 
la Cámara de Representantes, según corresponda o, simplemente, se contesta que no al Tribunal y por 
las mayorías necesarias se mantiene una decisión que toma la Junta Departamental. Esa es la 
fundamentación que todos conocemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera dar una opinión. 


Creo que poner en un decreto de la Junta Departamental una expresión ad referéndum del Tribunal de 
Cuentas es inapropiado. Pero en caso de que sea así, como bien decía el señor Diputado Orrico, una decisión 
sometida a condición de la aceptación del Tribunal de Cuentas que no tiene esa facultad nos podría llevar a 
preguntarnos cuál es el acto originario de la situación y que deberíamos considerar, si es el Decreto N* 2023, 
que es el que estamos tratando y que ha sido correctamente recurrido en cuanto a su formalidad el tema de los 
plazos lo dejamos para otra oportunidad como ya se manifestó o si es ese nuevo acto por el cual se dicta una 
resolución que confirmaría la decisión anterior. 


No quisiera entrar aspectos que nos saquen del tema de fondo. Luego, en la Comisión, con la opinión de los 
visitantes, veremos la formalidad de lo recurrido y su contenido. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Quería decir que si se está refiriendo a la Resolución N” 110 por la cual 
reafirmamos y volvemos a dar validez al decreto, es del 12 de octubre. Después de dicha Resolución 
viene la promulgación del decreto que se recurre; por lo tanto, está dentro del plazo anterior. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Simplemente quería hacer una aclaración de algo que estaba leyendo 
en el Decreto, que quizás pasó inadvertido para el señor Diputado Orrico, que no estaba leyendo el 
texto. En ningún momento aquí lo digo sin tomar sobre el fondo del asunto pero es bueno que 
discutamos lo que dice en el Decreto se dice "ad referéndum". Yo nunca vi acá la expresión "ad 
referéndum del Tribunal de Cuentas". El artículo 2” dice: "Remítase al Tribunal de Cuentas de la 
República a los efectos que correspondan y copia al Ejecutivo Departamental". Creo que debemos 
tener en cuenta esto porque es importante; una cosa es ad referéndum y otra es "Remítase al Tribunal 
de Cuentas de la República a los efectos que correspondan". 


(Diálogos) 


SEÑOR ANDRADE.- Sin entrar en el tema de fondo de si es ad referéndum o si simplemente se envía 
al Tribunal de Cuentas a los efectos de que tome conocimiento lo que se va a dilucidar ahora, entiendo 
que la Junta Departamental de Durazno envía el Decreto al Tribunal de Cuentas, pero ustedes lo saben 
mejor que yo la opinión del Tribunal no obliga a la Junta Departamental; simplemente, se trata de una 
consideración técnica que el Tribunal hace sobre determinado punto. 


Además, el fundamento que determina el Tribunal de Cuentas esta es una opinión muy personal legalmente 
no es correcto, y esto que digo está avalado por el informe del doctor Delpiazzo, catedrático Grado 5 de la 


Universidad, que expresa que no sería de aplicación el artículo 33 del TOCAF. Entonces, sin entrar a 
considerar el tema político ni el de fondo, entiendo que la Junta Departamental actuó dentro de los cánones 
constitucionales y legales y, una vez aprobado por las mayorías que se necesitan para levantar una 
observación, se envía al Ejecutivo a los efectos de que este cumpla con lo que la Junta determinó. Pero en el 
artículo 1* del Decreto N* 2023 que es el original se establece: "Autorízase la solicitud de anuencia de Cesión 
de Crédito Tributario de los Padrones Rurales N* 3517, 3519, 4194 y 4202 a favor del Sr. Francisco Muñoz 
Melgar, (...)". En el artículo 2* se estipula: "Remítase al Tribunal de Cuentas de la República a los efectos que 
correspondan y copia al Ejecutivo Departamental". Firman este Decreto los señores Luis Omar Fernández, 
Presidente, y Daniel Casaballe, Secretario General. 


O sea que se envía al Tribunal a los solos efectos de que tome conocimiento, pero creo que esa no debería ser 
la cuestión, porque aunque el Tribunal observe, a nivel departamental siempre se levanta la observación y a 
nivel nacional, más aún. Entonces, estamos dentro de las competencias legales. 


Reitero que no quiero entrar en un tema político porque no corresponde; simplemente, como escribano y 
como Edil representante del oficialismo quiero que quede muy claro que los Ediles del Partido Nacional 
actuaron conforme a la Constitución y a la ley y de acuerdo con un informe de un catedrático Grado 5 que, en 
lo personal, me da cierta tranquilidad porque, por supuesto, sabe muchísimo más que yo del tema 
administrativo. 


SEÑOR ORRICO.- Según surge de los antecedentes enviados por la Junta Departamental y por la 
Intendencia, hay una tercera oferta que alcanzaría el millón de dólares; lo planteo porque aparece en 
los antecedentes e, inclusive, en alguna parte del informe del Tribunal de Cuentas. 


Me preocupa el tema del secreto tributario. Voy a dar por bueno, sin discutir demasiado, el hecho de que a los 
Ediles no se les dé la información, invocando el secreto tributario. Voy a darlo por bueno a los efectos del 
razonamiento; no más que eso. Yo siempre tuve muy en duda el valor del secreto ante los funcionarios 
públicos que están encargados de custodiar, de manera que si bien no me voy a expedir sobre el punto voy a 
darlo por bueno insisto solo a los efectos del razonamiento; no esperen que si estamos en la Facultad de 
Derecho discutiendo sobre las facultades de los Ediles yo diga que cuando un Edil pregunta sobre atrasos en 
la contribución inmobiliaria de determinados padrones no se le puede contestar, invocando el secreto 
tributario. En todo caso, podríamos llegar a la conclusión de que si se le contesta, el Edil, como funcionario 
público que es, está obligado a reservar ese dato. Eso podríamos discutirlo, pero dando por bueno a los 
efectos del razonamiento que, en virtud del secreto tributario no se puede dar información de este tipo, ¿cómo 
es posible que terceras personas lo hayan sabido? En todo caso, si lo averiguaron irregularmente, quisiera que 
me dijeran si hicieron alguna investigación administrativa para saber quién fue el responsable, porque si ese 
dato es bueno, entonces se violó el secreto tributario, pues terceras personas, ajenas a la Intendencia, a la 
Junta y a lo que podríamos llamar Gobierno Departamental, están informadas con cierta precisión insisto en 
el término lo que les permite dar una oferta concreta. No se está pidiendo para negociar por una futura cesión 
de crédito por los padrones que están en mora, sin mencionar cuáles son. No; en este caso se ofrece cierta 
suma por determinados padrones, y si ocurre eso es porque se sabe cuánto se debe por esos padrones; de lo 
contrario, no se podría hacer la oferta. 


Entonces, dando por bueno ese informe, pregunto cómo se llegó por parte de terceros a conocer ese dato para 
el cual se invoca el secreto tributario y si hay alguna investigación para averiguar si esto trascendió por una 
vía indebida y cómo ocurrió. 


SEÑOR GELÓS.- Agradezco al señor Presidente y a los señores Diputados que nos hayan recibido y 
que escuchen nuestra posición sobre el tema de fondo. 


Voy a referirme a varias interrogantes que planteó el señor Diputado Orrico y que no le fueron totalmente 
contestadas en virtud de diferentes interrupciones. 


En primer término, quiero reafirmar algunos conceptos sobre el Decreto N” 2023. El Considerando VI) del 
Decreto N* 2023, aprobado en la Junta Departamental por 19 votos en 30, refiere a un monto de US$ 800.000 
lo aclaro porque el señor Diputado, por error, habló de US$ 700.000, "más un 15% impuestos incluidos sobre 
dicho monto, por concepto de actuaciones judiciales cumplidas”. Quiero destacar esto porque no es un tema 


que importe solo a la Comisión. Estas "actuaciones judiciales cumplidas" concepto que después se repite en 
el articulado no refieren solo a honorarios judiciales, porque si bien los contratos que hace la Intendencia con 
sus abogados son para temas comunes y, por separado, si se recuperan activos, para tener honorarios 
judiciales, cuando se habla de actuaciones judiciales la Intendencia también aporta recursos humanos y 
logísticos, vehículos, notificaciones, timbres, gastos, impuestos, etcétera, que no necesariamente vuelven a 
las arcas de los profesionales actuantes. Esa diferenciación que parece menor, pero no lo es está establecida 
en el artículo 1? del Decreto N* 2023, en el que se menciona la cifra de US$ 800.000 "más un 15% impuestos 
incluidos sobre dicho monto, por concepto de actuaciones judiciales cumplidas". Repito: no solo se trata de 
honorarios judiciales. 


Después, en el artículo se establece: "(...) debiendo abonar al contado y en efectivo en un plazo máximo de 
30 días a partir de la notificación que se realice por el Ejecutivo, una vez haya sido aprobado, tenga un 
informe del Tribunal de Cuentas y vuelva". En el artículo 2” se determina lo siguiente: "Remítase al Tribunal 
de Cuentas de la República a los efectos que correspondan". Quiero insistir en esto porque hay un error de 
concepto o el señor Diputado Orrico se quedó con la sensación que le transmitieron los Ediles que estuvieron 
antes que nosotros, pero en ningún momento la norma o el articulado establecen que es ad referéndum del 
Tribunal de Cuentas. Y cuando dice: "tenga un informe del Tribunal de Cuentas", vamos a la Constitución de 
la República, que en el literal B) del artículo 211 establece la posibilidad del control de legalidad y del 
informe del Tribunal de Cuentas. 


Para que quede bien claro: resalto ante la Comisión y el señor Presidente que no existió condicionamiento 
para que el Tribunal de Cuentas tuviera la última palabra. Y aunque lo dijera, la Constitución de la República, 
que prima por sobre las actuaciones del Tribunal de Cuentas, es clara en el sentido de que el Tribunal controla 
la legalidad, pero después que salen de ese organismo, en el ámbito administrativo, la Junta Departamental o 
las Cámaras en su caso tienen la potestad de no darle la razón. En síntesis, eso quiere decir que el Tribunal 
podrá dar su opinión, pero esta no es la última verdad y no es la que resuelve todos los temas. Por algo la 
Constitución... 


SEÑOR ORRICO.- ¿Me permite, para una aclaración? 


SEÑOR GELÓS.- Quisiera hacer una exposición sobre todo el tema, pero con mucho gusto le concedo 
una interrupción. 


SEÑOR ORRICO.- Naturalmente que no es demasiado importante si son 700 mil u 800 mil dólares; 
admitamos eso. Sí quiero decir, por ejemplo, que yo acá tengo el informe de la Comisión de Legislación 
y ahí se dice que la propuesta del señor Francisco Muñoz era de US$ 700.000. Después, cuando aparece 
una oferta más concreta, por lo menos escrita y acá le voy a dar la razón al escribano Gelós, se dice: " 
[...]se recibe por parte del Dr. Carlos Martínez la propuesta del I) Sr. Francisco Muñoz a la que se le da 
lectura quien ofrece ochocientos mil dólares (US$ 800.000) más el 15% de honorarios profesionales y 
ofrece presentar en quince días de aprobada la cesión|...]", etcétera. 


En realidad, era para reconocer, con hidalguía, que el escribano Gelós tiene razón en lo que dice en esa parte; 
no coincido con lo otro. 


SEÑOR GELÓS.- Es un detalle menor, pero como usted no estaba leyendo, no quería que quedara así 
en la versión taquigráfica, por lo que valía la pena la aclaración. 


Quiero destacar que en este caso hubo dos propuestas, no tres. Hubo dos. Lo voy a ratificar: fueron dos 
propuestas y no tres. Cuando se presentaron dos propuestas, el Gobierno Departamental convocó a la 
Comisión de licitación y adjudicaciones, que en Durazno está conformada por integrantes del Ejecutivo 
comunal, por asesores técnicos y jurídicos, por el centro comercial de Durazno, por APYMED Asociación de 
Pequeñas y Medianas Empresas de Durazno y por la Junta Departamental, que tiene un representante por 
partido: un Edil blanco, uno del Encuentro Progresista, Frente Amplio, y uno del Partido Colorado. Entre 
todos, ante las dos propuestas, fue que el Ejecutivo decidió llamar a mejora de ofertas. Por eso se hizo ante 
escribano y se recogió en acta notarial, en forma simultánea con nuestros abogados y nuestros contadores, la 
mejora de propuesta de los dos oferentes. Y si bien la propuesta fue sobre US$ 800.000 más honorarios, el 


Ejecutivo y la Junta Departamental aprobaron esa cifra más actuaciones judiciales, no más honorarios 
judiciales. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Quisiera hacer una aclaración. 


Se ha deslizado, por parte del señor Diputado Orrico, el concepto de secreto tributario y si habría habido, en 
virtud de tal secreto tributario, actuaciones indebidas o no. Yo he leído el expediente, y según consta de las 
actuaciones que tengo en mi mano, a determinada altura ya no había secreto tributario; ahí ya había 
actuaciones judiciales, que es algo absolutamente diferente. Entonces, hablamos de actuaciones judiciales, 
que tienen carácter público, por supuesto como toda actuación judicial de este tipo, público y notorio, diría 


yo. 


Aclaro esto de la misma manera que ya dejé la constancia respecto de la no existencia del término ad 
referéndum, que quiere decir que la Intendencia o la Junta se someterían a la decisión sobreviniente, en este 
caso, del Tribunal de Cuentas. He leído el material y nunca vi la expresión ad referéndum. 


Por otra parte, en el caso de afirmarse que había secreto tributario, quiero decir que estamos hablando de 
cosas diferentes. Como he dicho, a determinada altura hay actuaciones judiciales y ya no más secreto 
tributario. 


(Diálogos) 


SEÑOR ORRICO.- Simplemente voy a decir que acá no estamos para discutir, sino para tratar de 
precisar lo que dicen nuestros invitados. 


En cuanto al tema del secreto tributario, lo discutiremos en su momento, pero eso significaría que basta con 
que un Edil pida un informe sobre algo que está en vías de ejecución para que le sea contestado, porque eso 
es lo que surge de considerar pública la vía ejecutiva, cosa que quiero aclarar me parece muy bien. 


Ahora: quiero decir de dónde salió eso del millón de dólares al que hice referencia. En un informe que tengo 
en mi poder, no sé de qué fecha pero que dice "Durazno, octubre 2 de 2007" y en el que aparece la firma de 
don Luis Fernández, el Tribunal de Cuentas manifiesta "que por nota de fecha 15/08/07" pido que se entienda 
que ustedes manejan esto mucho mejor que yo desde el punto de vista de la documentación "[...] se presentó 
ante este Tribunal el Doctor Martín Reyes acreditando haber presentado oferta de adquisición del crédito 
tributario de referencia". Y luego expresa: "9) que la mencionada oferta fue presentada ante el Intendente 
Municipal y la Junta Departamental por nota del 31 de julio de 2007 por la suma de US$ 1:000.500- 
incluidos los gastos de honorarios; adjuntándose fotocopia simple de todo lo actuado". De ahí es que yo 
saqué lo de esa tercera oferta. 


(Interrupciones) 


—Por eso les pregunto. No es una cosa que yo haya sacado de vaya a saber dónde. Ustedes podrán decirme: 
"No, la oferta no existió; el Tribunal de Cuentas está equivocado". No sé. En definitiva, la cifra aparece acá 

en los considerandos 8) y 9) del informe del Tribunal de Cuentas que, si no me equivoco, fue recibido por la 
Junta Departamental de Durazno el 2 de octubre de 2007. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Voy a intentar precisar la situación. 


Como lo explicó recién el escribano Gelós, con las dos personas interesadas que hacían ofertas por esta 
cesión de crédito se hizo un acta notarial que tenemos acá a la vista, en presencia de todos los participantes 
que él indicó, para la cual se los convocó con el debido tiempo y se fijó un plazo el 24 de julio y determinada 
hora. Ese día y a esa hora, mediante acta notarial, se llevó a cabo la apertura entre esas dos personas, que eran 
las que en ese momento estaban pugnando de alguna manera por esta cesión de crédito. 


Una vez sucedido este hecho, el Ejecutivo toma conocimiento está en el expediente y, con fecha 25 de julio, 
lo eleva a la Junta Departamental, con el ganador, para su consideración. A esa altura, cuando el señor Reyes 
se presenta ante la Junta Departamental ya es 31 de julio como lo dice acá y el hecho estaba consumado. Por 


lo tanto, no había respuesta. No era la Junta Departamental el lugar donde se debía presentar, porque no tiene 
la potestad para considerarlo. Era ante la Intendencia Municipal que debería haberlo hecho y no ante la Junta 
Departamental. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero aclarar que esto es lo que dice el Tribunal de Cuentas: que lo presentó en 
los dos lugares. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Por lo tanto, mi explicación que ya es a título personal es que no le podía dar 
trámite porque, como se lo puse en la nota que devolví, no era competencia de esta Junta 
Departamental elevar a consideración del plenario, cesiones de créditos, sino que la iniciativa tenía que 
venir del Ejecutivo 


Quiero aclarar lo de la Junta Departamental. Esto aparece de atrás y ya vencidos los plazos para esta cesión 
de créditos. 


(Diálogos) 
SEÑOR GELÓS.- Acepto todo, mientras sea enriquecedor para aclarar las interrogantes de todos. 


Ratifico que solamente han existido dos ofertas ante el Ejecutivo departamental. No catalogo la fe del doctor 
Reyes a quien ni siquiera conozco, que se presenta ante el Tribunal y ante la Junta. El Tribunal de Cuentas 
dice que el doctor Reyes acreditó esto, pero en la Intendencia no existe ningún expediente de tercera oferta, 
tema que podemos seguir hablando con el Tribunal y revisando nuestras carpetas en la Intendencia. 


Creo que ya finalicé con el tema de la potestad de la Junta Departamental y con el artículo 211, El Tribunal 
tendrá toda la razón o se fundará razonablemente en su legalidad, pero su palabra no es la última en el tema. 


La Ley N* 17.556, por primera vez, levantó una inhibición que había en la Ley Orgánica Municipal y habla 
de créditos líquidos y exigibles, en este caso, en sede judicial. La Intendencia Municipal tiene más de 
doscientos juicios en sede judicial. Si hablamos de que el doctor, esposo de una de las Edilas recurrentes, es 
quien defiende a uno de los actores el perdedor o el ganador y presenta un escrito que va todos los días al 
Juzgado, es lógico pensar y muy fácil de destruir la presunción de que las cosas salen desde la Intendencia y 
no pueden conocerse en los estrados judiciales. Creo que ese argumento que se quiere expresar cae por su 
propio peso en cuanto existen actuaciones judiciales pendientes de años. 


Con respecto al secreto tributario, más de un Edil departamental ha planteado la solicitud sobre todos los que 
deben contribuciones o tributos; lo han hecho masivamente. No han pedido por la casuística del padrón tal o 
de todos los padrones de Juan Pérez; han pedido la casuística de todas las situaciones, de todas las deudas de 
la Intendencia Municipal de Durazno. Hasta ahora, lo que conozco es que el Código Tributario sigue vigente. 
Es más: la única excepción que se ha intentado hacer o que se ha hecho en este Gobierno refiere a levantar el 
secreto tributario solamente para algunas actuaciones compartibles o no, pero algunas de la Dirección 
General Impositiva. No recuerdo el artículo, pero es evidente y claro que quienes votaron la Ley N* 17.930 
saben que en todo lo demás sigue vigente el secreto tributario a rajatabla, y a rajatabla significa cuando se 
pide masivamente. 


Yo valoro y comparto con el señor Diputado Orrico que por determinada casuística un Edil tenga razones 
para buscar la deuda de una persona, es decir, por una situación puntual. Pero nos ha tocado tener en la mesa 
pedidos masivos. Si uno va al Banco de Previsión Social, a la Dirección General Impositiva o a cualquier 
organismo público, a pedir algo de este tipo, literalmente le cierran la puerta en la cara. A nosotros, más de 
una vez, Ediles que hoy son oposición en todos lados existe oficialismo y oposición nos han hecho 
solicitudes de este tipo y nosotros nos tememos que esa solicitud masiva de situaciones tributarias nos lleve a 
una interna dentro de sus propios partidos. No me refiero a nuestro partido, sino a rencillas internas en los 
otros partidos, concretamente, a un sector del Encuentro Progresista que quiere denostar a un Edil, Diputado 
o dirigente de otro sector, y nosotros ¿somos partícipes de eso? De ninguna manera. 


Si existe un fundamento comparto con el señor Diputado Orrico que el Edil no lo tiene por qué brindar o 
alguna situación particular que se entienda razonable, es cierto que debe darse la información al Edil, pero 


¿debemos dar a conocer masivamente todas las situaciones tributarias de deuda? No; las maneja el Ejecutivo. 
En eso mantenemos nuestra reserva y nuestro secreto tributario a rajatabla. Es más: cuando un Edil lo pidió, 
lo primero que hicimos fue abrir la página de internet y recibimos contundentes informes de la Dirección 
General Impositiva de esta Administración y de la anterior y contundentes informes del Banco de Previsión 
Social, sin excepciones, sin tiempos. Si no se está registrado en el Banco de Previsión Social, no te dan el 
certificado de libre de deuda ni nada; te lo dicen en la cara. No estamos hablando de esta Administración ni 
de este Banco de Previsión Social; estamos hablando del Banco de Previsión Social de los últimos quince 
años. 


Entonces, creemos que el secreto tributario que se abrió un poquito a través de la Ley N* 17.930 para la 
Dirección General Impositiva fue ratificado por todos aquellos Diputados que votaron esa ley. En 
consecuencia, el secreto tributario sigue inalterado salvo temas de lavado de dinero y una cantidad de cosas, 
sigue vigente y lo ratificaron quienes votaron esos artículos relativos a la Dirección General Impositiva, más 
allá de compartir o no que la Dirección General Impositiva debe tener ese derecho para que el Estado 
recaude, cosa con la que estamos totalmente de acuerdo. 


Hay otros aspectos a los que no me voy a referir porque lo hará el señor Intendente, dado que no han sido 
objeto de cuestionamiento. 


SEÑOR ANDRADE.- Me preocupé por el tema del secreto tributario y de la solicitud de informes de 
los Ediles e hice una consulta. No voy a dar el nombre del profesor de la Facultad porque no me dio el 
informe por escrito, pero en el departamento de Canelones, en el período pasado, se suscitó un hecho 
concreto con un Edil departamental que públicamente salió a hablar sobre la situación tributaria de 
una determinada persona y el responsable jurídica y patrimonialmente fue el Gobierno Departamental 
de Canelones. Ante esta situación generada en Durazno, en su momento el Secretario también me 
consultó. No se trata de negar información sino de que, patrimonialmente, la que termina siendo el 
gran responsable por dar información tributaria es la Intendencia Municipal. 


Por lo tanto, creemos que, independientemente de hacer pública la información o no como acaba de expresar 
el escribano Gelós, el responsable legal en este caso es ciento por ciento la Intendencia Municipal de 
Durazno. 


SEÑOR GELÓS.- A título aclaratorio, quiero decir que en el período anterior y en parte del actual me 
desempeñé como Director de Hacienda y casi a diario recibía inquietudes de todos los Ediles en mi 
despacho y planteamientos de contribuyentes, de sujetos pasivos que votan a todos lo partidos. No 
tengo problemas de decirle a un Edil mano a mano: "Mirá, te voy a averiguar la situación del padrón 
tal de Juan Pérez. Estas son las alternativas que hay. Existe una norma. Esperá, no pagues, esta en vías 
de ejecución. El Intendente está llamando a los distintos sectores, a las distintas bancadas; estamos 
elaborando algo. Se nos han presentado recurrentemente veinte o treinta casos a los que tenemos que 
buscar una solución; busquemos la fórmula. No pagues con todas las sanciones legales, esperá un 
poquito. Hay un proyecto". Inclusive, muchas veces les hemos dado los borradores y, después, el 
Intendente llama a todas las bancadas que siempre vienen y hacen su aporte, aunque por supuesto no 
tomamos en cuenta el ciento por ciento de lo que dicen, y entre todos sacamos algo y hacemos la 
normativa. En el despacho, mano a mano, puntualmente y caso a caso, informamos al Edil, pero no en 
la forma en que lo pide, con intereses que desconocemos, donde deja de ser responsabilidad del 
Ejecutivo y pasa a manos de un Edil toda la situación tributaria de la Intendencia Municipal de 
Durazno. Para eso están las Rendiciones de Cuentas y los Ediles tienen todo el derecho a pedir 
información en las Comisiones, pero creemos que el ámbito debe ser reservado. 


SEÑOR VIDALÍN.- Antes que nada, quiero agradecer al señor Presidente y a los integrantes de esta 
Comisión por habernos recibido para poder realizar esta exposición. También agradezco al señor 
Presidente de la Honorable Junta Departamental y al señor Edil Andrade, a los asesores y, en especial, 
al Secretario General por sus aportes. 


Quiero hacer una pequeña exposición. Trata el asunto del aprovechamiento de una herramienta jurídica 
creada por el artículo 156 de la Ley N* 17.556, en cuanto permite a los Gobiernos Departamentales ceder a 
título oneroso créditos tributarios líquidos y exigibles. 


Debemos considerar con énfasis la herramienta jurídica creada por el legislador nacional, quitando una 
inhibición que existía en la Ley Orgánica N* 9,515. 


La Intendencia Municipal de Durazno, el Gobierno Departamental de Durazno ha otorgado al igual que el 
Estado, la banca y todos los gobiernos departamentales, al menos desde 1985 a la fecha, un cúmulo de 
posibilidades para que aquellos contribuyentes con atraso en sus pagos puedan regularizar y pasar a categoría 
de buenos pagadores. 


Sabemos todos que el esfuerzo de un buen contribuyente de tributos municipales se premia y se estimula con 
bonificaciones por buen pagador y también, complementariamente, con bonificaciones por pago contado. Eso 
se lleva a cabo inclusive con tributos como la contribución inmobiliaria rural, y es efectuado por todos los 
Gobiernos Departamentales, aun con la permanente observación que nos formula el Tribunal de Cuentas de la 
República. 


Son los buenos pagadores los que permiten el funcionamiento básico de todas las tareas que realiza el 
Gobierno Departamental. Para ellos siempre ha sido el reconocimiento y el estímulo del Gobierno 
Departamental de Durazno, contando siempre con el apoyo unánime al fijar fórmulas para una normal 
recaudación de tributos. 


En cambio, para los sujetos pasivos de tributos municipales que no son buenos pagadores para los que 
pierden el tren, para los que por dificultades de mercado, temas personales u otras causas, se atrasen en el 
pago de sus tributos, el Gobierno Departamental de Durazno, en todas las Administraciones, desde el año 
1985 a la fecha y hablamos de más de veinte años, ha otorgado recurrentes refinanciaciones, quitando 
sanciones legales, sustituyendo recargos, otorgando largos plazos, reenganchando al deudor. Podemos decir 
que cada Administración ha dado al menos tres refinanciaciones, lo que nos lleva a concluir que, desde 1985 
a la fecha, la Intendencia Municipal de Durazno ha otorgado a los morosos catorce oportunidades para que 
regularicen su situación tributaria. 


En lo que respecta a nuestra Administración, como Intendente desde el año 2000, puedo decir que se 
otorgaron aun más posibilidades, atento a la severa crisis ocurrida por los problemas sanitarios que atravesó 
nuestro país, como fue el caso de la aftosa y, posteriormente, en ocasión de la crisis bancaria y financiera del 
año 2002. 


Recuerdo, a vía de ejemplo, los Decretos N* 1.770/02, 1.875/03, 1.901/04, 1.948/05, 1.995/06, 2.003/07 y 
2.037/07, que permitieron a más del 85% de los morosos de la contribución inmobiliaria rural sanear 
totalmente su situación, cancelar todos sus adeudos tributarios y reintegrase al sistema de buen pagador. 


Para esto, para otorgar las refinanciaciones, para reperfilar los tributos vencidos, para quitar recargos y 
otorgar plazos y esperas, este Intendente ha convocado y escuchado, en forma previa al envío de proyectos de 
refinanciación, a todas las bancadas de Ediles de la Junta Departamental. Hemos expuesto las situaciones, 
hemos dado nuestras opiniones y, fundamentalmente, hemos sabido escuchar a todos. 


Vale el comentario efectuado, por cuanto de todas las bancadas hemos recibo importantes aportes. El 
Ejecutivo Departamental, Directores Generales y Asesores, hemos escuchado, aceptado e incorporado en los 
proyectos muchas de las propuestas recibidas. No ha sido poco el esfuerzo de la Intendencia y del Gobierno 
Departamental todo para que una Intendencia que recibimos hace ocho años con serias dificultades 
económicas y financieras haya realizado importantísimas obras, haya brindado servicios y no haya olvidado 
nunca y en más de noventa meses el pago puntual dentro del mes y siempre de todos los haberes de todo el 
personal municipal; incluido, mañana miércoles, el aguinaldo. Nunca un funcionario municipal dejó de 
percibir su sueldo, nunca tuvo cortado los créditos con la Caja Nacional, nunca se dejó de aportar al Banco de 
Previsión Social. En síntesis, creemos haber cumplido con creces con quienes realizan la obra, que son los 
propios funcionarios de la Intendencia. 


Es cierto sí que estuvimos cortos en tiempos de crisis con la promesa, pero siempre fuimos justos en tiempo y 
forma con su cumplimiento. 


Se pagó todo, con crisis o sin ella, con Bancos cerrados o sin ellos, con depósitos reprogramados o sin ellos, 
y aun con atrasos en otros tiempos de las partidas provenientes del Gobierno Nacional. 


El tema que hoy nos convoca refiere a un sujeto pasivo, propietario de más de dos mil hectáreas de campo, 
que en veintitrés años nunca ha podido aprovechar ninguna de las innumerables financiaciones y 
oportunidades que el Gobierno Departamental concedió. 


La Intendencia Municipal de Durazno, el Ejecutivo, como todo buen administrador y en defensa de los 
recursos del Erario, intimó en vía administrativa el pago de los tributos y sanciones y, ante la omisión 
absoluta del contribuyente, inició hace muchos años las acciones judiciales tendientes a recuperar los créditos 
tributarios. Inclusive, estando con juicio iniciado y embargo trabado, se ofreció varias veces al deudor la 
posibilidad de acogerse a las refinanciaciones otorgadas. Nunca el deudor a esta altura lo podríamos catalogar 
como un moroso contumaz quiso o pudo regularizar su situación. Es más: ha interpuesto acciones judiciales 
tendientes a dilatar las acciones de la Intendencia, siempre evitando el pago. Hemos llegado a un punto es 
importante que tengamos esto presente donde el propio deudor, por sí y a través de sus profesionales, indica 
que no será posible el remate, pues en la titulación estaría faltando una sucesión cuyos antecedentes se 
encontrarían en la sede judicial de la ciudad de Pelotas, República Federativa del Brasil. 


Atendiendo a todas las circunstancias, la recuperación de activos de la Intendencia, con el aprovechamiento 
de más del 85% de los morosos de Contribución Rural de los beneficios de los beneficios y refinanciaciones 
otorgadas; atendiendo muy especialmente a que el importe Contribución Rural fue abatido en 25% a través 
de una ley de principios del año 2000 creo que fue la Ley_N* 17.243; atendiendo la altísima recuperación en 
el precio de los arrendamientos para ganadería, que pasaron de US$ 15 a US$ 70 por hectárea y por año, y de 
los arrendamientos para la agricultura soja, maíz, que eran de US$ 110, en 2004, de US$ 150, en 2007, y 
actualmente, son de US$ 300, siempre hablando por hectárea y por año, ya que generalmente se paga por 
adelantado; no desconociendo los altísimos valores de los "commodities", sea lana, carne o leche, la 
Intendencia, aprovechando la herramienta legal de la cesión onerosa de créditos tributarios, inició dicho 
camino, con éxito, con total normalidad y sin sobresaltos. 


A ese respecto, podemos decir, con absoluta claridad, que el Ejecutivo y la mayoría de la Junta, que aprobó 
las cesiones de crédito propuestas, actuaron con cristalinidad, con total acatamiento y cumplimiento 
irrestricto de la ley. 


Es más, señor Presidente: además de lo expuesto y de modo fundamental, básico y que no debe soslayarse ni 
omitirse, destaco y subrayo que actuamos con la propia biblia del Tribunal, la opinión exacta y sin 
observaciones del propio Tribunal de Cuentas de la República. Ocurrieron dos casos anteriores al que es 
objeto del recurso interpuesto, en los cuales, el Tribunal de Cuentas de la República aprobó todas 
absolutamente todas las actuaciones y procedimientos del Gobierno Departamental de Durazno, sin realizar 
ningún tipo de observaciones. Lo subrayo, puesto que actuamos de igual forma, ajustado a la ley y a los 
procedimientos, y con la conformidad expresa del Tribunal de Cuentas de la República. 


Por supuesto que el Tribunal tiene derecho a modificar el criterio, y nosotros lo seguimos en todo aquello que 
él determine, pero lo hacemos hacia el futuro. Actuamos siempre en forma cristalina y ajustados a la 
Constitución y la ley, y con la opinión favorable no solo en uno, sino en dos casos similares puestos a 
consideración del Tribunal, en los cuales dicho Cuerpo avaló expresamente nuestra accionar. 


Que el Tribunal de Cuentas cambie su criterio, lo aceptamos, pero lo haremos hacia el futuro, como debe ser, 
y lo vamos a cumplir. Entendemos que un contrato o una obra adjudicada por licitación que no tenga 
observaciones del Tribunal debe cumplirse íntegramente, aunque el Tribunal, después y para otro caso 
similar, cambie el criterio. De igual forma, la actuación efectuada por el Gobierno Departamental de 
Durazno, el llamado a licitación, la mejora de precios ante la existencia de dos oferentes cuyo nuevo sobre se 
abrió simultáneamente, acta notarial mediante, con la presencia de representantes de los interesados y, en 
especial, de la Comisión de Licitaciones y Adjudicaciones del Gobierno Departamental que integran 
representantes del Ejecutivo, del Legislativo, del Centro Comercial Industrial y de las PYMES, fueron 
realizados conforme a derecho. 


No obstante, este Ejecutivo acepta el cambio de criterio del Tribunal, y no ha sido omiso al respecto. De 
inmediato, mandamos a nuestros técnicos a que analizaran, proyectaran y sugirieran las nuevas herramientas 
jurídicas a fin de mantener actuaciones cristalinas, transparentes y con la concurrencia de todos. En base a 
ello y estando a pocas horas de resolver el tema del Recurso que hoy nos convoca, señalo que los señores 
Ediles de la Junta Departamental de Durazno, todos ellos, son sabedores desde hace bastante tiempo de que 


hemos presentado un artículo que regula, precisa y determina las actuaciones a seguir en casos similares, en 
el entendido de cumplir siempre con los procedimientos legales y dictámenes del Tribunal hacia el futuro. 


De cualquier forma, deberá comprenderse que aquellos que obstaculizan la Justicia sea por interposición de 
recursos, desacato de los mandatos judiciales en cuanto a no presentar documentación en forma y otras 
graves omisiones de sujetos pasivos, contumaces, morosos consuetudinarios, propietarios de extensiones 
cuyo valor era de US$ 1:000.000, con precio de US$ 500 por hectárea, pero que desde hace bastante tiempo 
tienen un valor venal superior a los US$ 5:000.000, que desobedecen recurrentemente el cumplimiento de sus 
obligaciones tributarias y tienden a obstaculizar, una y otra vez, la acción del Estado y el poder político no 
deben, de ninguna manera, ser protegidos por ningún legislador, ni departamental ni nacional. 


Además, cabe señalar que la Administración, que ha sido austera con los funcionarios, contando con los 
ingresos corrientes, no los ha olvidado en ocasión de ingresos extraordinarios y volúmenes de importancia. 
Atento a ello y con la certeza de ingresar en forma definitiva el monto de la presente cesión de créditos, ya ha 
adelantado, en abril de 2008, una partida de $ 1.275 nominales a todo su personal presupuestado y a aquellos 
con ingreso inferior a $ 19.000, exceptuando el personal de confianza y los jerarcas municipales. 


Quiero destacar la hidalguía, la buena disposición y el permanente diálogo de este Intendente y su equipo con 
todos los Ediles, aun en la disidencia. Entre todos construimos y mejoramos, día a día, nuestro departamento 
y la calidad de vida de nuestra gente. 


Señor Presidente: solicito las excusas por lo prolongado de esta exposición, pero entendimos que podía ser 
oportuna. 


Muchas gracias por la atención. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No hay nada que agradecer. 


SEÑOR ANDRADE.- En el mismo sentido en que acaba de hablar el señor Intendente, debo decir que 
en la Comisión de Hacienda, hace más de veinte días que estamos tratando un artículo que regula 
específicamente la licitación de estos sistemas de cesiones de crédito, con el objetivo de dar 
cumplimiento al pedido del Tribunal de Cuentas y de la oposición aunque no estamos de acuerdo desde 
el punto de vista legal, por lo menos en lo personal, a fin de que, mediante la licitación pública, todos 
me refiero a todo el Gobierno Departamental, Ediles oficialistas y opositores quedemos absolutamente 
tranquilos de que siempre hemos actuado bajo el mismo criterio ético y moral que nuestros padres nos 
han enseñado a muchos de los que integramos la Junta Departamental. Por eso, estamos trabajando en 
este sentido y, si Dios quiere, la semana próxima estaremos aprobando este proyecto de decreto que 
también tienen en su poder los Ediles de la oposición. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Vamos a dejar a la Comisión un material que reseña todo el procedimiento de 
cesión de crédito como asimismo los anteriores fallos del Tribunal de Cuentas, en los que se aprobaba 
las cesiones anteriores sin observaciones. 


SEÑOR LESA.- Soy asesor Letrado de la Intendencia. 


En cuanto a un punto que planteó el señor Diputado Orrico referente a las costas y costos judiciales, quiero 
señalar que en el Considerando 5) se establece: "que sin embargo el porcentaje del 15% sobre el monto 
ofertado impuestos incluidos, previsto por concepto de actuaciones judiciales cumplidas tendrá que ser 
debidamente justificado, citando la norma legal aplicable;". En el numeral 2) de la parte dispositiva el 
Tribunal dice: "Téngase presente lo señalado en el Considerando N* 5);". 


Con respecto a este punto se puede concluir que el gasto no fue observado, siempre y cuando se justifique, 
porque se trata de un juicio ejecutivo tributario, en el cual las costas y costos siempre corren de cargo del 
ejecutado. Entonces, si se justifica que hay un juicio ejecutivo iniciado que data del año 1992, en ese caso, 
quien soporta la parte de honorarios judiciales es el ejecutado, no el ejecutable. 


SEÑOR VIDALÍN.- Agradecemos mucho vuestra deferencia y vuestra atención. Estamos a las órdenes 
del señor Presidente y demás integrantes de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También la Comisión agradece la presencia al señor Intendente y a quienes lo 
acompañan. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


